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Juicio  crítico  del  sistema,  vigente  en  Guatemala,  de  enoausamiento 
en  materia  penal  común. 


Honorable  Junta  Directiva: 

Apenas  abierto  á  los  ojos  de  la  Historia,  ya  se  señaló 
nuestro  siglo  por  un  hecho  grandioso,  que  bastaría  para  hacedo 
brillar  á  través  de  las  edades;  tal  hecho  lo  constituye  el  adve- 
nimiento de  la  democracia  representativa. 

Este  sistema  calcado  en  la  naturaleza  del  hombre  y  de  la 
sociedad,  es  el  que  más  responde  al  cumplimiento  del  destino 
para  que  fuimos  creados:  nuestro  bien  particular  y  general. 
La  satisfacción,  en  toda  su  plenitud,  de  nuestras  necesidades; 
la  soberanía  de  todos  nuestros  derechos,  y  el  cumplimiento  de 
la  jusricia,  se  encarnan,  sin  reserva,  en  la  doctrina  democrática. 

En  consecuencia,  todos  los  países  que  aparecen  en  el  con- 
cierto del  mundo  civilizado,  aspiran  y  se  encaminan  hoy,  á 
traducir  en  sus  legislaciones  los  principios  de  aquel  hermoso 
sistema. 

De  ellos,  como  lógicos  corolarios,  se  han  desprendido 
ingentes  y  trascendentales  reformas  en  todos  los  ramos  de  la 
legislación,  reformas  admitidas  ya  por  todos  los  países  cultos, 
y  á  las  cuales,  en  lo  sustantivo,  nosotros  no  hemos  perma- 
necido indiferentes,  por  más  que  en  la  actualidad  distemos 
mucho  de  marchar  á  la  vanguardia  de  las  nuevas  teorías. 

Mas  observemos  ahora  un  hecho,  y  es  el  de  que  por 
buenas  y  bien  meditadas  que  sean  las  leyes  que  llamamos  sus- 
tantivas, por  fundadas  que  estén  en  la  Filosofía  y  la  Moral, 
ellas  resultan  enfermizas  ó  muertas,  si  no  tienen  un  medio,  ó 
mejor  dicho,  un  procedimiento  fácil,  cómodo  y  práctico  para 
realizarse;  ó  si  hay  afán  de  buscar  y  aglomerar  requisitos  y 
fórmulas  que,  en  vez  de  asegurar  la  pronta  eficacia  de  aquéllas, 
hacen  esperarla  demasiado  tarde,  cuando  no  la  oscurecen  y 
nulifican  por  completo. 

El  ramo  en  que  menos  debe  admitirse  la  existencia  del 
fenómeno  relacionado,  es  en  el  de  la  legislación  penal  de  los 
pueblos,  porque  se  relaciona  con  el  don  preciado  de  sus 
libertades. 


Tan  importantes  son  las  leyes  criminales  y  las  de  su 
procedimiento,  que  en  muchas  naciones  constituyen  una  parte 
preciosa  de  su  derecho  público  constitucional;  y  con  razón 
sobrada,  ya  que,  como  dejo  dicho,  se  rozan  con  nuestros 
derechos,  con  nuestras  garantías  individuales,  con  la  seguridad 
y  el  orden  públicos. 

Así,  para  conseguir  el  respeto  debido  á  los  primeros  y 
hacer  efectivos  los  segundos,  es  indispensable  el  cumplimiento 
de  leyes  justas  y  morales,  mediante  un  procedimiento  práctico 
que  no  dé  lugar  á  flagrantes  violaciones. 

Aquí,  en  este  lugar  que  sin  merecerlo  ocupo,  otros  jóvenes 
mis  predecesores,  que  hoy  honran  el  foro  centro-americano, 
iniciaron  la  cruzada  por  la  reforma,  que  se  hace  cada  día  más 
necesaria,  de  nuestro  sistema  vigente  de  encausamiento  crimi- 
nal; pero  su  voz  se  ha  perdido  en  los  desiertos  de  la  indiferen- 
cia y  del  olvido,  pues  que  el  Gobierno  no  se  ha  preocupado 
por  ella,  ni  tampoco  las  personas  conocidamente  aptas  para 
aquel  generoso  esfuerzo. 

Y  lástima  que  no  se  aprecie  la  voz  de  aliento  de  la  juven- 
tud, porque  ella  es  producto  de  su  sinceridad  y  del  amor  á  su 
patria;  no  hay  en  sus  consejos  ni  en  sus  observaciones  daña- 
dos propósitos  ni  sórdidos  intereses;  lejana  de  todo  apasiona- 
miento, ella  señala  con  ardor  los  vacíos  y  obstáculos  que  se 
oponen  á  la  realización  de  los  sublimes  principios  de  la  ciencia 
que  ha  recogido  en  la  cátedra. 

Los  hombres  de  nuestro  foro  tienen  el  deber  de  cooperar 
con  sus  luces  á  la  obra  magnánima  y  redentora  de  formular  un 
Código  completo  de  Procedimientos  en  materia  penal,  que 
abrace  todas  las  cuestiones  delicadas  de  la  criminalidad;  que 
haga  respetar  nuestros  derechos  personales;  que  garantice  el 
castigo  de  los  delincuentes;  que  redima  al  inocente;  que  ase- 
gure la  indemnización  de  las  víctimas;  que  afiance  la  paz  y  la 
seguridad  sociales;  inspirándose,  al  efecto,  en  los  dogmas  en 
que  se  informa  el  gobierno  del  pueblo  y  para  el  pueblo. 

Al  Estado,  sobre  todo,  toca  volver  siquiera  una  vez  sus 
ojos  á  nuestras  leyes  de  enjuiciamiento  é  impulsar  desde  luego 
con  sus  medios  poderosos,  al  cumplimiento  de  estos  ideales,  ya 
que  por  precepto  natural  debe  directamente  velar  por  la  inte- 
gridad del  orden  de  derecho,  necesario  para  la  coexistencia  de 
las  relaciones  individuales  y  para  promover  un  desarrollo 
regular  en  todas  las  esferas  de  cultura  social. 

Mientras  tanto,  séame  permitido,  señalar  algunos  de  los 
defectos  de  nuestro  Código  de  Procedimientos  en  materia 
penal,  para  desarrollar  el  punto  de  tesis  que  me  fué  asignado. 
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II 


El  actual  Código  de  Procedimientos  Criminales  se  com- 
pone de  dos  partes  enteramente  distintas:  la  primera,  es  el 
sumario;  y  la  segunda,  el  plenario. 

Para  proceder  con  orden,  analizaré  someramente  la  pri- 
mera parte  y  cada  una  de  sus  divisiones  componentes;  después 
me  ocuparé  en  la  segunda  parte  ó  sea  el  juicio  plenario. 

En  general,  el  sumario  que  también  se  llama  instrucción 
mtormativa,  adolece  de  dos  defectos  de  trascendencia,  y  son: 
el  secreto  y  lo  indeterminado  de  la  sustanciación.  De  lo 
primero,  ya  se  ha  hablado  mucho,  condenándolo  por  no  tener 
fundamento  ni  fin  que  lo  justifiquen. 

Un  autor,  buscando  el  origen  de  este  secreto,  halló  que 
fué  una  mala  interpretación  de  la  palabra  secrchmi  del  título 
de  tcstibus  ( testigo  )  de  un  Código  Antiguo,  no  tomando  aquella 
palabra  en  su  rigurosa  acepción  de  "gabinete  del  juez,  " 
donde  debían  ser  examinados  los  testigos,  de  modo  que,  como 
dice  don  Joaquín  Escriche,  una  disposición  tan  grave  de  la 
jurisprudencia,  se  debe  á  un  solecismo. 

Apesar  de  ésto,  como  que  ha  habido  porfía  en  perpetuar 
esta  equivocación,  que  tantos  males  nos  ha  traído,  toda  vez 
que  ella  constituye  un  atentado  á  las  libertades  individuales. 

No  de  otro  modo  puede  pensarse,  cuando  en  el  silencio 
se  fragua  un  proceso,  sin  noticia  del  sindicado  para  su 
defensa,  ni  á  la  vindicta  pública  que  está  altamente  interesada 
por  saber  el  resultado  de  un  hecho  que  ha  llevado  el  descon- 
cierto entre  los  asociados. 

Alguien  ha  dicho  que  en  tal  procedimiento  hay  algo  de 
inmoral,  porque  se  equipara  al  que  hiere  á  mansalva,  valién- 
dose de  las  sombras. 

Por  ésto  se  ha  creído  que  el  secreto  sumarial,  es  un  resa- 
bio de  aquel  famoso  procedimiento  inquisitorial  que  aterrorizó 
á  la  humanidad. 

Por  eso,  también,  todos  los  países  tratan  de  extirparlo 
como  un  vicio  en  su  legislación. 

Pero  parece  que  nuestros  gobiernos  ven  peligros  y  ame- 
nazas en  el  implantamiento  de  mejoras  trascendentales,  y  no 
dejan  de  perpetuar  las  injusticias,  sino  cuando  llenan  la  medida 
del  escarnio,  y  los  pueblos  se  mueven  al  impulso  de  la  revolu- 
ción, de  esa  inspiración  sublime,  como  la  llama  el  tribuno  don 
Emilio  Castelar. 

En  cuanto  á  lo  ilimitado  de  esta  parte  de  la  información, 
no  me  detendré  en  demostrarlo,  puesto  que  nadie  puede  negar 
una  irregularidad  que  á  diario  se  nota   en  nuestros  Tribunales; 


y  á  tal  punto  llega  este  defecto,  que  hay  casos  frecuentes  en 
que  el  reo  cumple  su  condena  sin  que  se  termine  la  sumaria; 
y  como  para  aumento  de  la  ignominia,  se  pone  fin  á  los  proce- 
sos, notificando  al  reo  que  se  le  absuelve  del  cargo,  en  cambio 
de  no  haberlo  convencido  de  criminalidad. 

Figurémosnos  qué  concepto  llevan  en  su  conciencia  estos 
infelices,  de  lo  que  es  la  justicia  entre  nosotros! 

No  veo  el  mal  en  los  Magistrados  encargados  de  adminis- 
trar la  ley,  sino  en  el  procedimiento,  en  la  organización  de  los 
Tribunales  y  hasta  en  la  distribución  de  las  labores  judiciales, 
porque  ni  en  ésto  se  consulta  la  equidad. 

Urge,  pues,  sobre  manera,  que  se  trate  de  informar  un 
nuevo  procedimiento  que  nos  ponga  á  cubierto  de  tantos  males. 

Descorramos,  ahora,  ese  velo  misterioso  con  que  la  ley 
ha  encubierto  la  justicia  en  la  sumaria  de  los  procesos;  anali- 
cemos su  fondo  y  veréis  un  laberinto  en  el  que  la  inocencia 
nunca  encuentra  el  hilo  de  Ariadna. 

Comencemos  con  las  primeras  diligencias,  uno  de  los 
puntos  más  importantes  del  proceso  criminal,  porque  en  ellas 
deben  establecerse  los  hechos  fundamentales  de  la  prueba 
material  y  racional,  sobre  la  que  ha  de  desarrollarse  después 
todo  el  proceso. 

Los  encargados  de  practicar  aquellas  diligencias,  son  los 
Jue'ces  de  Paz,  quienes,  conforme  á  la  actual  organización,  no 
responden  á  tal  fin,  porque,  haciendo  caso  omiso  de  su  celo 
y  laboriosidad,  disponen  de  medios  insuficientes  de  parte  de 
la  ley. 

Quisiera  comprobar  lo  expuesto,  refiriéndome  á  cada  clase 
de  delitos,  para  cuya  averiguación  intervienen  dichos  funcio- 
narios; pero  la  poca  amplitud  de  que  disfruto,  me  obliga  á 
concretarme  á  uno  solo,  quizá  el  más  importante  de  todos, 
como  el  homicidio. 

Ocurre  la  comisión  de  un  delito  de  esa  naturaleza,  y  al 
llegar  á  noticia  del  Juez,  se  constituye  en  el  lugar  del  hecho; 
hace  constar  en  el  acta  de  descripción,  haber  encontrado  un 
cadáver  que  guardaba  tal  ó  cual  posición;  que  tenía  tales  vesti- 
duras y  manchas;  que  presentaba  tantas  lesiones,  y  que  era 
de  Fulano.  Se  ordena  la  autopsia  y  se  toman  las  declaraciones 
más  interesantes,  y  al  tercer  día,  conforme  con  la  ley,  el  Juez 
remite  la  causa  al  superior  jerárquico,  donde  se  sigue  la  infor- 
mación. El  cadáver  del  interfecto  desaparece  para  siempre 
para  la  justicia  y  la  sociedad. 

¿Y  estará  cumplido  con  esta  festinación  legal  el  ministerio 
de  la  ley?  No,  por  cierto,  puesto  que  la  comprobación  material 
del  hecho  no  ha  concluido  y  ha  resultado  insuficiente  para  la 
investigación  de  la  verdad. 
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Ha  faltado  aquí  el  punto  capital  de  la  medicina  forense, 
de  ese  consorcio  necesario  de  la  ciencia  médica  y  la  jurídica,' 
porque  en  esta  clase  de  delitos,  tanto  vale  el  Juez  como  el 
Médico;  no  se  puede,  sin  menoscabo  déla  justicia,  instituirse 
el  uno  sin  el  otro,  sea  cual  fuere  el  procedimiento  y  la  organi- 
zación de  los  Juzgados,  aun  en  la  misma  institución  de  Jos 
Tribunales  de  conciencia. 

La  muerte,  la  autopsia,  la  inhumación,  la  exhumación  del 
cadáver,  y  otras  tantas  cuestiones  que  contribuyen  al  descu- 
brimiento de  la  verdad,  son  del  resorte  exclusivo  de  la  ciencia. 

Para  lograr  estas  reformas  en  nuestra  legislación,  la  admi- 
nistración pública  delje  decretar  la  creación  de  un  cuerpo  de 
niédicos-forenses  encargado  no  sólo  de  resolver  cuestiones 
científicas  en  el  orden  judicial,  sino  las  de  las  otras  esferas  del 
estado  y  la  sociedad. 

Tócame  analizar  un  hecho,  quizá  el  más  importante  del 
procedimiento,  j)or  cuanto  se  refiere  á  nuestras  garantías 
individuales. 

■Las  disposiciones  del  Código,  del  Decreto  de  Reformas  y 
de  la  Ley  Constitutiva  (jue  se  refieren  á  la  prisión  que  motiva 
la  comisión  de  los  delitos,  hablando  con  franqueza,  abren  las 
puertas  á  la  arbitrariedad  de  los  Jueces,  á  la  venganza  de 
nuestros  enemigos  y  á  los  despotismos  del  poder,  para  hacer 
de  nuestras  libertades  una  befa  oprobiosa. 

Venga  en  ajíoyo  de  lo  expuesto,  un  procedimiento  entre 
nosotros:  á  un  agente  de  autoridad,  guardián  de  la  segundad 
de  nuestras  personas,  se  le  pide  la  conducción  de  un  individuo 
á  quien  se  atribuye  tal  ó  cual  delito;  sin  orden  de  autoridad 
competente,  lo  conduce  el  Agente  á  la  Comandancia  de 
Policía;  el  Comandante  ó  un  Sargento,  atribuyéndose  jurisdic- 
ción que  no  les  confiere  la  ley,  ordenan  que  al  sindicado  se  le 
encarcele,  y  al  día  siguiente  ó  á  los  dos  días  pasan  al  Juez  de 
Paz  el  parte  que  se  inspira  en  el  dicho  del  pretendido  dañado. 

El  Juez  inicia  el  proceso;  caen  las  sombras  del  sumario; 
viene  el  temible  indicio  racional  y  los  voluminosos  procesos, 
y  la  víctima  sufre  durante  largo  tiempo,  en  la  mansión  de  los 
delincuentes,  sin  haber  podido  hacer  valer  los  fueros  de  su 
defensa. 

¿Y  ésto  es  garantía  y  seguridad  de  nuestras  personas? 
No.  .  .  .  vosotros  sabéis  bien  cómo  se  llama. 

Aquellas  disposiciones  legales,  pues,  no  están  de  acuerdo 
con  los  principios  modernos  que  consagran  un  verdadero  culto 
á  nuestras  libertades.  La  prisión  formal  preceptuada  como 
está  en  nuestras  leyes,  es  un  flagrante  atentado  á  la  inviolabi- 
lidad de  nuestra  persona;  ya  que  impone  la  pena  antes  de 
tiempo,  puesto  que  ésta  es  asunto  de  la  sentencia,  lo  que  en 
lógica  rigurosa  equivale,  á  principiar  por  el  fin. 


—  lo  — 

Y  nótese  que  nada  importa  que  la  ley  no  considere  esa 
prisión  como  pena,  llamándola  preventiva,  provisional  ó  de 
cualquiera  otra  manera;  pues,  el  mismo  gravamen  se  infiere  al 
que  ha  purgado  seis  meses  de  prisión  saliendo  condenado,  que 
al  que  también  los  ha  padecido  saliendo  absuelto. 

¿Y  quién  carga  con  la  responsabilidad  de  esta  injusticia; 
quién  indemniza  los  gastos,  las  pérdidas  y  el  sufrimiento  de 
una  familia  desamparada? El  silencio  de  la  ley  aterra. 

Hay  quienes  afirmen,  sin  embargo,  que  disposiciones  seme- 
jantes aseguran  á  los  delincuentes  para  el  castigo  de  sus  deli- 
tos, y  que  de  lo  contrario  la  fuga,  que  sería  consecuencia 
inmediata,  haría  ilusoria  la  acción  de  la  ley,  y  dejaría  burlada 
la  vindicta  social. 

"De  esta  doctrina  que  puede  denominarse  principio,  se 
'  deduce  que  el  único  fundamento  de  la  prisión,  consiste  en  el 
'  temor  de  que  un  culpable  se  fugase  para  hacer  ilusoria  la 
'  pena  á  que  se  ha  hecho  merecedor  por  su  acción;  luego  si 
'  cesa  el  temor  de  la  fuga,  cesará  también  el  fundamento  de  la 
'  prisión." 

En  consecuencia,  una  reforma  en  el  sentido  de  evitar  la 
fuga  haría  innecesaria  la  prisión  en  una  gran  mayoría  de  casos; 
fuera  de  que  la  fuga  no  puede  estimarse  como  regla  general 
porque,  lleva  en  sí  males  considerables;  y  de  que  el  Derecho 
Internacional  no  considera  el  territorio  extranjero  como  un 
refugio  para  la  impunidad  de  los  crímenes. 

En  el  concepto  de  que  la  prisión  formal  es  una  pena,  agre- 
garé aún  en  su  contra,  el  aforismo  legal  de  que  á  todo  individuo 
se  le  considera  inocente  mientras  no  se  le  prueba  lo  contrario;  y 
si  no  se  le  oye  ni  se  le  vence  en  juicio  con  prueba  plena  y  clara, 
no  se  le  debe  inflingir  ninguna  pena,  y  mucho  menos,  en  el  con- 
cepto de  una  diligencia  de  puro  trámite,  como  lo  establece  la 
parte  final  del  artículo  47  del  propio  Código. 

Es  verdad  que  tenemos  la  reforma  del  auto  de  prisión  que 
puede  aplicarse  por  analogía  en  nuestro  Código,  y  la  fianza 
de  la  haz. 

Pero  de  nada  sirven,  como  bien  sabéis,  la  primera,  por- 
que nos  acusa  una  prisión  anterior  injusta;  la  segunda,  porque, 
en  mi  concepto,  es  patrimonio  de  las  clases  ricas,  no  está  al 
alcance  de  todos  los  pobres,  del  pueblo,  de  esa  gran  parte 
de  la  humanidad  que  ha  hecho  las  jornadas  de  su  vida  con  la 
cruz  del  despotismo  sobre  sus  hombros. 

Y  sobre  todo,  la  reforma  del  auto  de  prisión  no  se  halla 
establecida  como  un  principio  de  nuestra  ley  de  enjuiciamiento 
criminal. 

A  pesar  de  esto  y  dado  que  no  se  admita  la  supresión  de 
la  prisión  preventiva,  no  se  me  oculta  que  la  fianza  puede  ser 
un   recurso  salvador,  que  nos  ponga  á  cubierto  de  vejaciones; 


—  11  — 

pero  que  se  instituya  con  la  largueza  del  liberalismo;  que  cuando 
se  trate  de  personas  pobres  no  se  exija  un  fiador  suficiente- 
mente abonado,  bastando  una  persona  de  reconocida  honora- 
bilidad, y  así,  se  disponga,  sin  excepciones,  la  soltura  de  los 
individuos  en  el  acto  mismo  de  su  detención. 

La  reforma  de  nuestro  Código  al  respecto,  se  impone 
perentoriamente  para  seguridad  de  nuestros  derechos. 

Tratándose  de  la  indagatoria  del  reo,  que  en  nuestros 
juzgados  es  una  especie  de  formato  rutinario,  para  toda  clase 
de  proce.sos  criminales,  debiera,  en  mi  concepto  ser  la  autobio- 
grafía del  indiciado,  toda  vez  c}ue  los  adelantos  de  la  ciencia 
han  venido  á  comprobar  (jue  la  criminalidad  está  íntimamente 
ligada  con  la  ascendencia  familiar,  con  las  costumbres  y  hábi- 
tos, con  la  educación  ('■  instrucción  recibidas,  con  las  relaciones 
amistosas  del  reo.  y  hasta  con  la  organización  física  y  psicoló- 
gica del  mismo. 

Pero  nuestro  Código  nada  dice  sobre  este  particular. 

A  prop(')sito,  señalaré  un  vacío,  y  es  cuando  se  trata  de 
indagar  á  un  menor  de  edad,  no  previene  la  ley  la  asistencia 
de  un  curador  ad-litem,  y  es  un  principio  jurídico  que  nadie 
puede  comparecer  en  juicio  sin  tener  la  capacidad  legal,  que  se 
obtiene  j>or  la  mayoría  de  edad. 

Kl  vacío  anotado,  no  es  debido  á  otra  razón,  sino  á  la  de 
ser  consecuente  la  ley  con  el  secreto  del  sumario,  y  para  sos- 
tenerlo, ha  tenido  (pie  jxisar  sobre  doctrinas  fundamentales  del 
derecho  y  sobre  otras  disposiciones  que  nuestra  misma  legisla- 
ción contiene. 

Para  conciliar  las  cosas,  opinan  algunos  tratadistas  que  el 
curador  esté  presente  sólo  al  acto  de  prestar  lá  promesa  legal 
y  al  de  la  ratificación  de  la  indagatoria;  pero  nada  más  supér- 
fluo,  porque  creo  que  el  principal  papel  de  aquél  es  el  de  que 
no  se  abuse  de  la  inexperiencia  de  la  minoría  de  edad,  ni  que 
se  defraude  de  ningún  modo  lo  declarado  por  un  menor,  cui- 
dando de  que  sus  contestaciones  se  consignen  como  las  dice  y, 
sobre  todo,  de  evitar  los  medios  inmorales  que  puedan  emplearse 
para  arrancarle  una  confesión. 

Si  la  ley  no  exige  curador  para  la  indagatoria  en  que  el 
reo  confiese  ó  no  su  delito,  podía  no  exigirlo  en  la  confesión 
con  cargos;  si  se  admite  en  una  diligencia,  debe  admitirse  en 
la  otra,  según  los  dictados  de  la  justicia  y  de  la  lógica. 

La  contradicción  y  la  incoherencia  se  dan  la  mano  en 
nuestro  Código. 

La  justificación  material  y  racional  de  los  extremos  de  la 
parte  informativa,  que  son  el  cuerpo  del  delito  y  el  descubri- 
miento de  los  culpables,  se  hace  por  los  medios  de  prueba 
prescritos  en  el  Enjuiciamiento  Civil. 
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Señalaré  algunos  inconvenientes  que,  por  tal  motivo,  se 
observan  en  el  sumario.  Tomemos  la  prueba  de  expertos:  el 
Juez  oficiosamente  nombra  peritos  para  los  casos  que  la  ley 
previene;  en  esto  no  intervienen  las  partes,  por  la  razón 
sencilla  de  que  no  hay  partes  en  el  sumario,  toda  vez  que  la 
contención  ó  el  juicio,  principia  desde  la  confesión  con  cargos; 
y  si  esto  es  así,  se  quebranta  la  misma  ley  que  debía  obser- 
varse, pues  que  el  artículo  206  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  preceptúa  que  los  peritos  se  nombren  uno  por  cada 
parte,  con  el  fin  de  evitar  todo  género  de  prevenciones  odiosas. 

Por  otro  lado,  con  ese  procedimiento,  se  niega  á  los  proce- 
sados el  derecho  de  recusación  contra  los  expertos,  lo  cual  es 
una  verdadera  ilegalidad. 

Los  jueces  entre  nosotros,  convertidos  á  la  vez  en  partes, 
tienen  que  luchar,  validos  de  su  autoridad,  con  el  reo  desde  el 
comienzo  al  fin  de  los  procesos,  en  desprestigio  de  la  autoridad 
que  representan,  y  por  lo  que,  muchas  veces,  estos  funcio- 
narios son  objeto  de  venganzas  y  promesas  insolentes  de  parte 
de  los  que  han  sido  víctimas  de  las  leyes! 

Como  pertenecientes  á  la  prueba  de  expertos,  examinaré 
ligeramente  los  informes  médico-legales  que  de  ordinario  se 
ven  en  los  procesos  al  pie  de  un  oficio  lacónico  del  Juez,  firma- 
dos por  distintos  médicos,  y,  á  veces,  por  practicantes  en 
ausencia  de  aquéllos. 

A  estos  informes  se  les  ha  dado  en  juicio  un  valor  tan 
apreciable,  que  ni  se  ordena  su  ratificación  para  autenticar  la 
firma  de  los  Facultativos  que  los  expiden. 

Un  informe  así,  sin  otra  formalidad  legal,  no  excluye  la 
posibilidad  de  fraudes  punibles  y  de  trascendencia;  y  siendo  el 
informe  el  que  va  á  decidir,  después,  la  culpabilidad  ó  inocencia 
del  acusado,  no  debiera  verse  con  el  descuido  con  que  hoy  se 
acostumbra  acreditarlo  como  valedero  en  juicio. 

Otra  cosa  sería,  si  los  Médicos  ó  Cirujanos  expertos, 
fueran  de  designación  de  las  partes,  como  lo  manda  la  ley;  si 
llenaran  todos  los  requisitos  que  ésta  prescribe  para  lo  Civil,  y 
si  se  lograra  la  institución  de  Medicina  legal  de  que  antes  he 
hablado. 

Otro  elemento  del  sumario,  es  la  prueba  testimonial,  la  más 
peligrosa  y  deleznable  de  cuantas  existen,  porque  la  falsía,  el 
engaño,  el  error,  la  coacción  y  la  improbidad,  se  valen  á  veces 
del  testimonio  de  los  hombres  para  enervar  la  acción  de  la 
justicia,  facilitando,  ya  la  impunidad  de  los  delitos,  ya 
la  condenación  de  la  inocencia, 

"No  olvidemos,  dice  Pastoret,  que  en  la  célebre  causa  de 
la  Pivardiere,  dos  testigos  habían  visto  cometer  el  crimen; 
otro,  había  oído  los  gemidos  de   la  víctima  que  espiraba;   otro. 
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había  oído  el  fusilazo;  otros,  habían  visto  la  ropa  blanca  ensan- 
grentada. No  obstante,  ninguno  de  estos  hechos  era  cierto, 
pues  la  Pivardiere  vivía." 

Filiberto  Savey  sufrió  largo  tiempo  el  peso  de  una  acu- 
sación injusta,  por  haber  muerto  á  José  María  Bessón.  Cuatro 
testigos  declararon  como  presenciales  del  asesinato;  y  sin 
embargo,  Bessón  se  presentó  después,  lleno  de  vida,  impug- 
nando la  infalibilidad  de  la  justicia  humana. 

La  naturaleza  y  la  experiencia  nos  exigen  reglamentar  de 
un  modo  amplio  y  seguro  esta  prueba,  consultando  el  carácter 
del  juicio  criminal  y  nuestro  estado  social. 

Que  se  proscriba,  por  de  pronto,  esa  fórmula  sin  objeto 
del  juramento,  que  más  parece  litúrgica  que  legal;  con  ella  no 
se  desechan  las  falsedades,    puesto  que  siempre  las  ha  habido. 

Para  atenuar,  en  lo  posible,  los  defectos  de  esta  probanza, 
debe  practicarse  ante  el  acusado,  en  forma  de  debates  públicos; 
entonces  el  Juez,  con  más  firmeza,  podrá  sacar  de  la  discusión, 
la  luz  de  la  verdad  que  se  investiga. 

"Entre  los  romanos  se  examinaba  públicamente  á  los 
testigos  en  presencia  del  acusado,  quien  podía  responderles, 
replicarles  y  hacerles  preguntas  y  repreguntas  por  sí  mismo  ó 
por  medio  de  abogado.  Este  procedimiento  era  noble  y  franco 
y  respiraba  la  grandeza  romana. " 

Las  naciones  civilizadas  han  establecido  en  sus  legisla- 
ciones el  sistema  oral  y  público.  También  lo  dejó  sentado, 
entre  sus  loables  trabajos,  nuestro  Congreso  Jurídico  Centro- 
Americano. 

Con  este  sistema,  se  evitaría  la  práctica  infructuosa  de  los 
careos,  de  la  que  jamás  he  visto  que  resalte  la  verdad:  sólo 
dilatan  la  secuela  de  las  causas. 

Un  autor  moderno  de  Procedimientos  Militares,  ha  dicho: 
' '  La  luz  de  la  Filosofía  que  se  ha  ido  derramando  en  la 
legislación,  y  la  experiencia  de  una  práctica  constante,  han 
hecho  conocer  las  fatales  consecuencias  del  careo,  el  que 
debiera  absolutamente  abolirse,  apesar  de  que  la  ordenanza  lo 
prevenga,  como  también  prevenía  el  tormento." 

Para  concluir  con  el  estudio  del  sumario,  me  permito 
indicar  que,  cuando  se  trate  de  delitos  infraganti,  debe  restrin- 
girse el  procedimiento,  á  modo  de  que  resulte  un  verdadero 
juicio  sumario,  sin  las  dilaciones  rituarias  del  juicio  ordinario 
criminal.  Para  este  efecto,  debería  darse  competencia  al 
Director  de  la  Policía  y  á  los  Jefes  inmediatos  para  instruir  las 
primeras  diligencias,  resolver  en  los  casos  leves,  y  enviar  el 
proceso  en  los  casos  graves  al  Tribunal  superior,  á  la  mayor 
brevedad. 
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La  premura  del  tiempo  de  que  dispongo  y,  sobre  todo, 
mis  pocos  conocimientos  y  aptitudes,  me  obligan  á  no  ser 
extenso,  como  lo  requiere  la  materia. 

He  reseñado  á  grandes  rasgos  los  defectos  del  sumario,  y 
pasaré  con  la  misma  brevedad,  á  ocuparme  de  la  segunda 
parte. 

III 


En  el  plenario  comienza  el  juicio  propiamente.  Hasta 
entonces  hay  contradicción  de  partes,  ya  que  la  ley  equipara 
el  plenario  con  el  juicio  civil  declarativo,  debiéndose,  en  conse- 
cuencia, observar  en  la  sustanciación,  todas  las  formalidades 
del  juicio  en  referencia. 

Esta  confusión  híbrida  que  hace  la  ley  de  la  materia  penal 
y  de  la  civil,  engendra  anomalías  é  irregularidades  que,  bien 
pronto,  se  notan  en  las  dilaciones  de  que  sigue  siendo  objeto 
el  proceso. 

Los  diferentes  caracteres  de  uno  y  otro  juicio,  son  varios, 
de  que  no  me  es  posible  tratar;  mas  para  mi  propósito,  permí- 
taseme hacer  constar  que,  en  el  civil,  el  Juez  no  está  interesado 
en  proseguir  y  terminar  la  secuela  de  las  controversias,  que 
deja  enteramente  á  la  acción  volutiva  de  las  partes,  quienes 
pueden  abandonarla  por  ser  asunto  que  les  atañe  particular  y 
exclusivamente;  no  así  en  lo  del  crimen,  en  que  está  interesado 
no  sólo  el  damnificado,  sino  que  también  la  sociedad,  que  clama 
por  el  castigo  de  los  delincuentes. 

La  acción  sensacional  de  los  delitos  es  fugaz,  desaparece 
poco  después  de  la  comisión;  y  para  satisfacer  la  impresión 
colectiva,  es  necesario  que  los  crímenes  se  castiguen  cuando 
ésta  lo  exige. 

El  orden  natural  que  debe  existir  en  las  esferas  de  la  socie- 
dad, no  permite  perturbaciones  sin  que  inmediatamente  se 
reparen,  pues  cualquiera  que  sea  la  lesión  del  derecho,  puede 
ser  el  principio  de  una  general  desorganización. 

Sucede  como  en  la  economía  humana,  una  solución  de 
continuidad  requiere  oportuno  restablecimiento,  so  pena  de 
profundizarse,  producir  trastorno  general  en  el  organismo  y 
traer,  en  última  consecuencia,  la  muerte  del  individuo. 

Quiere  decir  ésto,  que  el  delito  y  la  pena  deben  existir  sin 
intermisión,  lo  que  se  conseguiría  sólo  por  virtud  de  un  proce- 
dimiento sencillo  y  natural. 

Dejar  transcurrir  tiempo  entre  el  delito  y  el  castigo,  es 
desnaturalizar  los  efectos  de  las  penas:  los  enerva  é   inutiliza. 

Y  á  tal  punto  influye  el  tiempo  en  la  acción  del  castigo, 
que  sólo  en  él  se  funda  la  prescripción  en  materia  penal. 
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Deben,  pues,  nuestros  legisladores  inspirarse  en  doctrinas 
justas  y  adecuadas,  y  proceder  al  ordenamiento  de  un  cuerpo 
legal  para  la  criminalidad;  la  continuación  del  actual,  en  mi 
concepto,  equivaldría  á  sostener  la  causa  más  conocida  del 
alarmante  incremento  que  toman  entre  nosotros  los  hechos 
delictuosos. 

Si  en  lo  civil  se  resiente  de  demoras  la  administración  de 
justicia,  observando  las  formas  rituarias  del  juicio  ordinario, 
en  que  se  ventilan  intereses  de  un  orden  un  poco  menos  impor- 
tante, ¿que  será  en  la  materia  de  que  trato,  en  que  están  de 
por  medio  los  intereses  más  sagrados  del  individuo  y  la  socie- 
dad, como  son  sus  derechos  primitivos? 

Tratando  de  nuestros  procedimientos,  el  plenario  y  la 
publicidad  del  proceso,  comienza  desde  la  confesión  de  todos 
cargos,  que  se  equipara  á  lo  que  en  lo  civil  es  la  demanda. 

Evacuada  esta  diligencia,  se  da  el  proceso  al  acusador 
quien,  en  su  libelo  acusatorio,  traza  y  reseña  las  pruebas  que 
condenan  á  su  contrario.  ¿Qué  quiere  decir  ésto?  Que  el  reo, 
como  en  todo  el  proceso,  sigue  siendo  la  víctima  de  la  ley  que 
es  como  Diosa  vengadora.  Las  ventajas  del  acusador  y  el  Juez, 
son  manifiestas.  De  un  modo  inusitado,  uno  y  otro,  le  exhiben 
al  reo  el  cúmulo  de  pruebas  acriminantes  que  le  forjaron  entre 
las  sombras  del  sumario,  y  le  piden  que  confiese  el  delito  que 
se  le  imputa. 

Si  ésto  es  así,  no  sé  por  qué  se  dejó  para  después  la  excul- 
pación de  aquél;  ¿de  qué  modo  el  infeliz  lo  hará  si  la  ley, 
antes  de  reconocerle  el  derecho  natural  de  su  defensa,  le  ha 
maniatado,  como  á  un  nuevo  Prometeo?  No  de  otro  modo  se 
califica  el  hecho  de  decirle  al  reo:  toma  el  proceso  y  mira  si 
puedes  producir  una  prueba  contraria  á  la  del  sumario,  cuando 
tal  vez  ya  por  el  transcurso  del  tiempo  ú  otras  especiales 
circunstancias,  hacen  ésta  indestructible. 

Siguiendo  el  curso  del  juicio  declarativo,  aveces  el  delator 
formal,  pide  la  recepción  de  la  causa  á  prueba  por  cuarenta 
días,  y  como  la  ley  es  terminante  á  este  respecto,  se  concede 
dicho  término,  durante  el  cual,  los  acusadores  mal  intencio- 
nados, que  no  son  raros,  no  rinden  una  sola  prueba,  pues  que 
su  deseo  fué  únicamente  dilatar  el  proceso. 

Nuestros  legisladores  olvidaron  que  también  durante  este 
tiempo,  hay  una  víctima  que  sufre  las  torturas  del  presidio 
y  á  quien  se  le  ha  hecho   esperar  demasiado   tarde  su  defensa. 

Aun  se  da  al  acusador  para  que  formule  su  acusación  por 
seis  días  más  el  proceso,  que  á  veces  no  devuelve  sino  hasta 
serle  extraído  de  orden  judicial. 

En  estos  casos  debiera  castigarse  á  las  partes  que  no 
devuelven  los  autos  en  los  términos  fijados,  con  el  fin  de  evitar 
moratorias  perjudiciales.  Yo  recibí,  durante  mi  estudio  práctico. 
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de  cierto  defensor  una  causa  después  de  tres  años  de  tenerla  en 
su  poder,  y  hubo  de  sacarse  del  archivo,  el  libro  donde  estaba 
la  constancia  respectiva. 

Pero,  por  fin  llega  el  día  en  que  el  reo  toma  su  causa  para 
defenderse,  y  como  aún  no  está  mstruido  suficientemente  del 
giro  que  se  le  dio  á  los  acontecimientos  en  el  proceso,  después  de 
verlo  por  sí  ó  por  medio  de  su  defensor,  trata  de  rendir  pruebas 
de  descargo;  pero  á  veces  es  tan  tarde,  que  esto  le  es  imposible, 
como  dejé  dicho,  y  no  faltan  tampoco  casos,  en  que,  por  no 
seguir  preso  se  allana  á  lo  que  resulta  de  autos,  con  el  objeto 
de  que  se  le  ponga  en  libertad,  aun  cuando  fuese  condenatoria 
la  sentencia,  pues  que  por  cálculo  sabe  ya  que  ha  extinguido, 
con  la  prisión  sufrida,  la  pena  señalada  al  hecho. 

Sucede  lo  relacionado  cuando  el  acusador  está  presente; 
pero  cuando  no  es  vecino,  cuando  se  ignora  en  absoluto  su 
paradero,  y  no  se  le  conocen  parientes  ni  apoderado  para  que 
lo  representen,  es  necesario  que  todas  las  providencias  sucesi- 
vas, hasta  que  recaiga  sentencia  ejecutoriada,  se  le  hagan  saber 
por  edictos,  para  cada  uno  de  los  cuales  se  necesita  del  tras- 
curso de  sesenta  días,  siendo  así  que  á  veces  se  imposibilita  la 
declaratoria  legal  de  ausente,  y  que  requiere  la  tramitación  de 
un  expediente  aparte. 

Fijémonos  ahora,  en  el  hecho  de  que,  cuando  en  la 
causa  no  se  ha  formalizado  acusación,  el  proceso  camina  única- 
mente á  impulsos  de  Jueces  y  Magistrados.  No  hay  conten- 
ción en  este  caso,  que  es  el  carácter  del  plenario  en  lo  criminal, 
según  el  espíritu  de  la  ley. 

Para  ser  consecuente,  la  legislación  en  sus  preceptos, 
hubiera  instituido  el  Ministerio  Público  desde  las  primeras 
instancias,  y  entonces  éste  saldría  á  la  lid,  en  defensa  de  la 
justicia  de  la  causa  pública  y  de  la  misma  ley,  que  no  deben 
desampararse  aun  en  el  caso  de  haber  acusador  particular. 

Pero  no,  el  mismo  Juez  inicia  la  causa,  inquiere,  busca, 
descubre  y  establece  con  interés  la  prueba  para  condenar  al 
enjuiciado;  y  cuando  ha  agotado  la  pesquisa,  él  le  formula  los 
cargos  que  resultan. 

El  reo  á  su  vez  reacciona  sobre  lo  que  ha  establecido  el 
magistrado;  se  esfuerza  en  demostrar  lo  contrario  de  lo  que 
dice,  proclamando  su  inocencia;  manifiesta  ser  inexacto  todo 
lo  que  en  su  contra  contiene  la  causa,  y  por  lo  tanto,  falso  lo 
que  aquél  ha  hecho. 

¿Quién  negaría  que  ésto  es  una  lucha  sostenida  por  el  Juez 
y  el  sindicado? 

Ah!  no  sé  si  es  exagerar  en  demasía  la  verdad  de  los 
hechos;  pero  en  estos  casos,  cuando  la  ley  hace  de  los  Jueces 
sus  instrumentos  vengadores,  el  palenque  de  la  justicia  se 
convierte  así  como  en  una  especie  de  antiguo  circo  romano. 
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A  pesar  de  tantas  dilaciones  é  irregularidades,  se  llega  al 
supremo  fin  de  los  procesos:  la  sentencia. 

Para  dictarla,  debe  el  Juez  analizar  concienzudamente  la 
prueba  y  deducir  de  este  análisis  el  fundamento  legal  en  que 
ha  de  apoyarse;  pero  para  apreciar  el  valor  de  las  pruebas, 
tampoco  existen  otras  reglas  que  las  consignadas  en  el  Código 
de  Procedimientos  Civiles,  y  tales  regías  son  en  muchos 
puntos,  inadecuadas  para  los  asuntos  criminales. 

Así,  para  no  poner  otros  ejemplos,  en  lo  relativo  á  la  con- 
fesión prestada  por  los  reos,  nuestro  Código  le  da  todo  el 
carácter  de  la  confesión  en  asuntos  civiles,  y  esto  trae  muchos 
inconvenientes,  porcjue,  en  lo  criminal,  aquélla  no  es  la  prueba 
plena  que  pone  fin  á  los  litigios  y  decide  la  suerte  de  la 
demanda,  aconteciendo  como  acontece,  que  el  reo  confiesa  lisa- 
mente su  delincuencia,  y  sin  embargo,  se  le  absuelve  ó  sobresee 
en  la  causa,  sino  puede  comprobarse  el  cuerpo  del  delito,  que 
es  uno  de  los  fines  del  proceso. 

En  nuestros  Tribunales  Superiores  Judiciales,  hay  quien 
crea  insostenible  esta  doctrina  que,  según  mi  parecer,  está  de 
acuerdo  con  la  naturaleza  racional  de  los  juicios  criminales. 

De  la  confesión  que  se  llama  individua,  y  que  según  el 
texto  del  Decreto  número  273,  en  los  juicios  civiles,  es  mdivi- 
sible  para  sus  efectos,  es  necesario,  dice  la  ley,  hacer  uso  de 
toda  la  declaración  ó  de  ninguna  de  sus  partes:  una  doctrina 
de  semejante  naturaleza  para  lo  criminal  puede  dar  lugar,  y  lo 
dá,  para  amparar  la  impunidad  de  los  crímenes. 

La  reforma,  pues,  es  una  necesidad  para  la  justicia  penal. 


IV 


He  reseñado  muy  suscintamente  los  principales  defectos 
del  Código  de  Procedimientos  en  materia  criminal  común, 
vigente  en  Guatemala,  del  que  se  dijo  en  una  ocasión,  aquí  en 
este  lugar  que  ocupo,  que  de  Código  sólo  tiene  el  nombre. 

Sin  detenerme  más  en  repetir  esos  defectos  y  de  encarecer 
la  ingente  necesidad  de  reformar,  ó  mejor  dicho,  de  crear  un 
Código  de  enjuiciamiento  criminal;  desearía  ver  en  mi  país  el 
establecimiento  del  juicio  oral  y  público,  con  intervención  del 
Ministerio  Fiscal  desde  la  primera  instancia,  y  no,  como  se 
halla  establecido  entre  nosotros,   sólo  para  las  superiores. 

La  introducción  de  estas  reformas  nos  encaminaría  al  esta- 
blecimiento del  jurado,  del  cual  me  parece  que  estamos  aun 
distantes,,  y  no  porque  crea  que  aun  somos  ineptos  ó  educados 
insuficientemente  para  esta  institución;  no,  es  porque  en  la 
mayoría  de   los  pueblos   latino-americanos,    los   Gobiernos   se 
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oponen  abiertamente  á  la  reforma  política,  que  necesariamente 
debe  presidir  á  la  reforma  social,  de  esta  reforma  que  trae 
como  consecuencia  instituciones  saludables  para  el  bienestar 
común. 

Las  actividades  particulares  y  sociales  no  se  desarrollan 
ni  se  manifiestan  bajo  la  presión  abrumadora  del  poder;  y 
he  allí  la  razón  que  yo  encuentro  para  que  en  nuestras  legisla- 
ciones no  se  vean  realizados  todos  los  progresos  que  han  alcan- 
zado la  Filosofía  y  la  Ciencia  en  jurídicas  cuestiones. 

Es  falso  que  nuestro  modo  de  ser  social  no  se  acomoda  á 
los  Tribunales  de  conciencia:  convengamos  para  combatir  esta 
aseveración  conservadora  en  que  la  justicia  se  nos  presenta 
bajo  dos  formas,  como  principio  y  como  sentimiento;  de  aquí 
la  necesidad  de  leyes  racionales  que  se  conformen  con  aquel, 
y  de  institutos  que  juzguen  la  verdad  de  los  hechos,  conforme 
con  ese  sentimiento,  que  es  de  toda  conciencia  humana. 

Sin  trabas  de  ningún  género,  entre  nosotros  es  muy  facti- 
ble la  creación  de  un  procedimiento  científico  que  esté  de 
acuerdo  con  nuestras  costumbres  y  con  nuestro  modo  de  ser 
social;  pero  para  la  realización  de  los  Tribunales  de  conciencia, 
es  preciso,  como  lo  indiqué  ya,  de  principiar  con  la  reforma 
política. 

Sin  embargo,  no  hay  que  caer  en  negros  pesimismos,  y 
confiemos  en  que  mañana  la  revolución  de  las  ideas,  con  su 
empuje  irresistible,  ha  de  hollar  para  siempre  despotismos 
tradicionalistas,  encaminándonos  por  donde  van  los  pueblos 
civilizados  del  Globo. 


PROPOSICIONES 


Filosofía  DEL  Derecho.  —  Medios  jurídicos  para   mantener  y 

restablecer  el  estado  del  Derecho. 
Derecho  Civh,.  —  Del  consentimiento  de  los  contrayentes  en 

el  matrimonio  civil. 
Derecho  CoNSTrrucioxAL. —  Responsabilidad  de  los  funciona- 
rios públicos. 
Derecho  Mercanth.. —  Abordaje. 

Derecho  Internacional.  —  Fuentes  del  Derecho  Internacional. 
Literatura. —  Ray mundo  Lulio. 
Filosofía    de    la    Historia. —  Cromwell    y    la  República    en 

Inglaterra. 
Derecho  Penal. —  De  la  participación  en  el  delito. 
Derecho  Administrativo. —  Fines  y  organización  del  Ejército. 

Servicio  militar  obligatorio. 
Código  de  Procedimientos  Judiciales.  —  Emancipación:  sus 

requisitos. 
Economía  Política.  —  Naturaleza  del  impuesto. —  Reglas  para 

su  percepción  y  para  su  buena  inversión. 
Práctica  del  Notariado. —  Copias  ó  testimonios. 
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